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Asunto:   Recomendación sobre motivación de resolución.

I.  ANTECEDENTES

PRIMERO.-   Tuvo entrada en esta Institución queja  que  quedó

registrada con el número de referencia arriba expresado.

En la misma se hace alusión a la situación de D. X, exponiendo al

respecto lo siguiente:

“El  9 de  septiembre de 2005 se publicó en el BOA  la Orden de

6/09/05  del Departamento de Ciencia, Tecnología y Universidad  del

Gobierno  de  Aragón,  por la que se convocaban subvenciones  para la

obtención del Diploma de Estudios Avanzados. De acuerdo con las bases

establecidas en dicha orden, presentó su solicitud en el plazo y términos

que se detallaban. Tras la solicitud de la beca, formalizó su matrícula en la

Sección  de Tercer  Ciclo de la Universidad de Zaragoza,  como  era

preceptivo.

El  día  12  de  diciembre de 2005 salió publicada  en  el  BOA la

resolución de 23/11/05 sobre la referida convocatoria. En dicha resolución,

aparecía  un primer  listado de personas cuyas solicitudes  habían  sido
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admitidas,  y un  segundo listado de personas cuyas solicitudes  no se

admitían  por  no  cumplir alguna de las condiciones establecidas  en las

bases de la convocatoria (estudiantes de MIR, estudiantes de 2º  año de

doctorado,  presentaciones fuera de plazo, ...). Someramente,  se  añadía

que el resto de solicitudes no detalladas "se desestimaban", sin aducirse

ningún motivo.

Ante  esa  situación, el interesado se puso en contacto  con el

departamento  correspondiente, a través del e-mail de  contacto  de la

página  web aragoninvestiga.org, para demandar la razón  por  la  que su

solicitud había sido denegada. A los pocos días recibió contestación a su

demanda,  aunque  no  fue en absoluto satisfactoria pues  se  remitía al

apartado en el que "se desestimaba solicitud" (anexo III de la resolución),

sin  explicarse  el  motivo de dicho rechazo. Volvió a reclamar  que  se le

comunicara al  menos  la razón o razones que hacían  desestimar su

solicitud, y tampoco halló esta vez respuesta”.

El presentador  de la queja considera que se debe “despejar toda

sospecha de que se haya podido producir cualquier tipo de trato de favor,

sospecha fundada en el hecho de que no se quieran aclarar  los motivos

por  los  que esta  solicitud (e imagina que la de más personas)  ha  sido

"desestimada".

SEGUNDO.-   Una vez examinado el expediente  de  queja,  con

fecha  9  de enero  de  2006 acordé admitirlo a trámite y  con  objeto de

recabar información precisa en relación con la cuestión planteada dirigí un

escrito al Consejero de Ciencia, Tecnología y Universidad.  

TERCERO.-  Se reproduce a continuación el contenido del informe

que,  en  respuesta  a  nuestro requerimiento, remite el  Consejero de

Ciencia, Tecnología y Universidad:



“1.° La Resolución, de 23 de noviembre de 2005, de la Dirección

General de Investigación, Innovación y Desarrollo, de la que trae causa la

queja  planteada,  resolvió la convocatoria las subvenciones  para la

obtención del Diploma en Estudios Avanzados, realizada por la Orden de 6

de  septiembre  de  2005, del Departamento de Ciencia,  Tecnología y

Universidad (BOA  Nº  108 de 9 de septiembre de 2005)  y  cuyas  bases

reguladoras fueron  aprobadas por el Decreto119/2005,  de7dejunio,  del

Gobierno de Aragón.

De conformidad con ambos instrumentos  jurídicos, el

procedimiento  de  concesión de las ayudas para sufragar  los  gastos de

matrícula de los estudios destinados a la obtención del citado Diploma, se

tramita  en  régimen  de  concurrencia competitiva y de acuerdo  con los

principios  de  publicidad, objetividad, transparencia,  igualdad  y no

discriminación,  estando dicha concesión sujeta a las  disponibilidades

presupuestarias  del  ejercicio correspondiente (articulo  4  del

Decreto119/2005 y apartado Tercero de la convocatoria).

Por tanto,  el  principio de legalidad financiera y la  aplicación  del

régimen de concurrencia competitiva supone, conforme dispone el artículo

22 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que

la  concesión  de  las  ayudas se realice mediante la comparación de

solicitudes, a fin de establecer una prelación entre las mismas de acuerdo

con  los  criterios  de  valoración previamente fijados  en  las  bases

reguladoras y en la convocatoria, y adjudicar, dentro del crédito disponible,

aquéllas que hayan obtenido mayor valoración en aplicación de los citados

criterios.

Es decir, que para conseguir la condición de beneficiario  no sólo

es preciso reunir los requisitos básicos previstos en la convocatoria, como

son los indicados en el apartado Segundo de la Orden de 6 de septiembre



de 2005, sino también haber sido seleccionado posteriormente en la fase

de  valoración  en  atención a los criterios fijados al respecto.  En  este

sentido,  tanto  el  artículo 43 del Decreto, como el apartado  Tercero y

concordantes  de  la  precitada Orden, disponen que las  solicitudes de

ayuda  se evaluarán  y seleccionarán por el Consejo  Asesor de

Investigación y Desarrollo, en función del expediente académico personal

del  solicitante,  siendo dicho Consejo el que emitirá el pertinente  informe

concretando el resultado de la evaluación efectuada.

Asimismo, y en cumplimiento de la normativa aplicable en materia

de  subvenciones,  la convocatoria debe establecer  el  crédito

presupuestario  disponible, que constituye un límite económico  para

determinar el número concreto de peticiones a estimar (en la convocatoria

objeto de informe el crédito disponible se concretó para el ejercicio 2005en

un importe de 67.000'- euros).

Al  amparo  de  las reglas anteriores ,y según el  informe  de la

Dirección  General  de  Investigación, Innovación y Desarrollo,  de  9 de

febrero de 2006, el Consejo Asesor de Investigación y Desarrollo, en su

sesión  del  día  8  de  noviembre de 2005,  seleccionó, dentro  del  límite

presupuestario  establecido, únicamente a aquellas  peticiones  que

obtuvieron una puntuación a partir de 1,64 puntos en la evaluación de su

expediente académico, razón por la cual D. X, al haber alcanzado una nota

media  del expediente  de 1,35 puntos, no fue seleccionado  como

beneficiario. A  este respecto, procede destacar que la posición  ocupada

por  el  arriba interesado  en la fase de valoración, dista  de  la  del  último

solicitante  seleccionado  en más de treinta solicitudes también  excluidas

del régimen de ayudas.

En definitiva, la concesión de subvenciones para la obtención del

Diploma  de Estudios  Avanzados se ha efectuado observando  las bases

reglamentarias expuestas y, por tanto, dentro del respeto  al principio de



legalidad financiera y con la aplicación de un criterio de selección público y

objetivo (la valoración del expediente académico) que ha garantizado que

en  el  otorgamiento  de  las ayudas se hayan observado  los  principios

anteriormente  reseñados de publicidad, objetividad e  igualdad  y, en

consecuencia, la prohibición de arbitrariedad.

2.° Es  cierto  que la Resolución de la Dirección  General de

Investigación, Innovación y Desarrollo, de fecha 23 de noviembre de 2005,

por la que se resolvió la convocatoria de las ayudas en cuestión, declaró,

en  su  apartado  Tercero, la desestimación de las  solicitudes no

relacionadas  en  los  Anexos I y II, si bien esta declaración  se  adopta

conforme a la normativa específica en materia de subvenciones (artículo

6.8  del  Reglamento  del procedimiento para la concesión  de  ayudas y

subvenciones  públicas, aprobado por Real Decreto 2225/1993,  y el

artículo 25 de la Ley General de Subvenciones).

En dicha normativa específica, se exige que la resolución  de los

procedimientos  de  concurrencia competitiva expresen  la  relación de

beneficiarios  y  la  cuantía concedida, pero no exige  una  relación

individualizada de solicitantes excluidos, bastando la declaración expresa

de  que  la  resolución  es contraria a la desestimación del  resto  de las

solicitudes .Por  consiguiente, tampoco es exigible  la  relación

individualizada de las causas de desestimación de cada petición.

Esta  conclusión no implica, desde luego, que  la  decisión

administrativa adoptada no deba estar motivada o que no lo esté en este

supuesto concreto, puesto que la Resolución de 23 de noviembre de 2005

se  ampara  explícitamente en la limitación presupuestaria  existente  para

ese  ejercicio,  en  la  valoración efectuada por el Consejo  Asesor de

Investigación y Desarrollo en su sesión de 8 de noviembre de 2005 y en la

aplicación del criterio de valoración establecido en el Decreto 119/2005 y

en  la  correspondiente  convocatoria y, por tanto, en la aplicación  de un



criterio concreto y claro: la valoración del expediente académico.

Teniendo presente, además, que la obligación legal de motivación

no precisa que ésta sea extensa, basta que sea racional y suficiente, con

referencia a los hechos y fundamentos de derecho (incluso por remisión a

ellos)  que  permitan apreciar que no se trata de una decisión  arbitraria o

infundada,  se  considera que la Resolución de 23 de  noviembre  está

material  y  formalmente  motivada, y no solo por remisión a  otros  datos o

fundamentos  contenidos en documentos distintos, sino por  lo expresado

en ella  misma, tal  como se desprende de una lectura relacionada  de su

texto, ya que en su Anexo I se comprenden las solicitudes estimadas y en

su Anexo II aquellas solicitudes inadmitidas para la fase de selección por

incumplimiento de los requisitos básicos detallados en él,  lo que  permite

concluir  que la  desestimación del resto de solicitudes se  debe  a  la no

selección por aplicación de los referidos criterios también mencionados en

la Resolución (limite presupuestario y expediente académico).

3º   En  último  lugar, y con relación al contacto mantenido  por el

interesado  con  el Departamento de Ciencia, Tecnología  y Universidad a

través  del  e-mail  de  contacto de la página web aragoninvestiga.org., se

pone  en  su conocimiento, en primer lugar, que, según el  informe  de la

Dirección  General  competente, no se ha podido comprobar  en la

actualidad  el intercambio de mensajes a través de dicha página  que, en

cualquier  caso,  está  diseñada para emitir opiniones o sugerencias.  Esta

última apreciación exige informarle, en segundo lugar, que no consta que

el  interesado  haya  utilizado los cauces legalmente establecidos  para

conocer  de los  documentos y datos relativos a su expediente  o  para

impugnar  la decisión  administrativa objetada, tal como es  el  derecho de

acceso al expediente en los términos previstos en el artículo 37 de la Ley

30/1992,de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones

Públicas y del Procedimiento Administrativo Común o la interposición del

recurso de alzada, de conformidad con en artículo 107 y concordantes de



la  mencionada Ley, como así ofrecía la propia Resolución y la Orden de

convocatoria”.

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.-    El artículo 59.5 de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico

de  las  Administraciones Públicas y del Procedimiento  Administrativo

Común, establece que la publicación sustituirá a la notificación, surtiendo

sus  mismos  efectos,  “cuando se trate de actos integrantes  de un

procedimiento  selectivo  o de concurrencia competitiva de  cualquier  tipo. 

En este caso, la convocatoria del procedimiento deberá indicar el tablón de

anuncios  o medios  de  comunicación donde se efectuarán  las  sucesivas

publicaciones, careciendo de validez las que se lleven a cabo en lugares

distintos”.  

En consonancia  con ello, la base décima.3 de la Orden  de  6 de

septiembre de  2005,  del Departamento de Ciencia  Tecnología y

Universidad, por la que se convocan subvenciones para la obtención del

Diploma  de  Estudios  Avanzados, determina que la  práctica  de la

notificación se efectuará mediante publicación en el B.O.A., teniendo dicha

publicación efectos de notificación a los interesados.

Segunda.-   El  artículo 54.2 de la Ley 30/92  dispone  que la

motivación de los actos que pongan fin a los procedimientos  selectivos y

de  concurrencia  competitiva se realizará de conformidad  con  lo  que

dispongan  las normas  que regulen sus convocatorias, debiendo,  en todo

caso,  quedar  acreditados en el procedimiento los fundamentos  de la

resolución que se adopte.  Asimismo, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,

en su artículo 25.2 exige que la resolución se motive de  acuerdo con “lo

que dispongan las bases reguladoras de la subvención debiendo, en todo

caso,  quedar  acreditados en el procedimiento los fundamentos  de la

resolución  que  se  adopte”.  También el artículo 6.2 del  Real  Decreto



2225/1993, por  el  que  se aprueba el Reglamento para la  concesión de

subvenciones  públicas,   establece que “La resolución será  motivada. En

los procedimientos de concurrencia competitiva, la resolución se motivará

de  acuerdo con  lo  dispuesto en la norma que regule la correspondiente

convocatoria,  debiendo en todo caso quedar acreditados  en el

procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte”.

En este sentido, la Orden por la que se convoca el procedimiento

que nos ocupa, en el apartado décimo.4 determina que “la resolución se

motivará  atendiendo  a  los requisitos y los criterios establecidos  en  esta

convocatoria y  de  conformidad con las bases reguladoras,  debiendo, en

todo caso, quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la

resolución que se adopte”.  

Se observa que toda la normativa de aplicación al caso  que  nos

ocupa reitera la necesidad de poner en conocimiento de  los interesados

los  fundamentos  de  la  resolución adoptada. Pese a ello,  a  tenor  de lo

manifestado por el Consejero de Ciencia, Tecnología y Universidad en su

informe,  hubo  solicitudes que quedaron excluidas en razón  de  la  nota

media del expediente académico, causa sobre la que no se hace mención

alguna  en  la  Resolución de 23 de noviembre de 2005,  de  la  Dirección

General  de Investigación, Innovación y Desarrollo del Departamento de

Ciencia, Tecnología y Universidad, sobre la convocatoria de subvenciones

para  la obtención  del Diploma de Estudios Avanzados, que  no motiva la

desestimación  de  determinadas solicitudes, entre ellas la del  aludido en

esta queja, limitándose a resolver en los siguientes términos:

“Primero:  Conceder las subvenciones para la  obtención  del

Diploma  de Estudios  Avanzados, a los solicitantes relacionados  en el

anexo I y en las cuantías que en él se determinen.



Segundo: Inadmitir las solicitudes presentadas por los interesados

que aparecen en el anexo II y por los motivos indicados en el citado Anexo.

Tercero: Desestimar las solicitudes no relacionadas en los Anexos

I y II.

Cuarto:  De  conformidad con lo establecido en el  artículo  11  del

Decreto  y el  apartado undécimo de la Orden de convocatoria, los

beneficiarios  de  las  ayudas deberán manifestar la aceptación  de la

subvención en el plazo de diez días contados a partir del día siguiente a la

publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial de Aragón», para lo

cual deberán remitir a la Dirección General de Investigación, Innovación y

Desarrollo  del  Departamento de Ciencia, Tecnología y  Universidad, el

impreso  de aceptación que figura en el anexo III de  la  Resolución,

debidamente cumplimentado”.

Así como  para  las solicitudes incluidas en el Anexo  II  consta la

causa de su desestimación, no sucede lo mismo con el resto de solicitudes

denegadas. A  este  respecto, debemos recordar que la motivación  es el

medio que posibilita el control jurisdiccional de la actuación administrativa,

pues,  "como quiera  que los Jueces y Tribunales han  de  controlar la

legalidad de la actuación administrativa, así como el sometimiento de ésta

a los fines que la justifican - artículo 106.1 Constitución -, la Administración

viene obligada a motivar las resoluciones que dicte en el ejercicio de sus

facultades, con una base fáctica suficientemente acreditada y aplicando la

normativa  jurídica adecuada al caso cuestionado... “  (Sentencia del

Tribunal Supremo de 25 de enero de 1992).

La motivación  de la actuación administrativa  constituye el

instrumento que permite discernir entre discrecionalidad y arbitrariedad, y

así  “...la  exigencia  de  motivación suficiente es, sobre todo,  una  garantía

esencial  del justiciable  mediante la cual se puede comprobar  que la



resolución  dada  al  caso es consecuencia de una exigencia  racional  del

ordenamiento  y  no  el  fruto de la arbitrariedad” (Sentencia  del  Tribunal

Constitucional de 18 de mayo de 1993). En este mismo sentido, el Tribunal

Constitucional  ha  afirmado que "... la facultad legalmente  atribuida  a un

órgano  (..) para que adopte con carácter discrecional una decisión en un

sentido o en otro  no constituye por sí misma justificación suficiente  de la

decisión  firmemente  adoptada, sino que, por el contrario,  el ejercicio de

dicha facultad viene condicionado estrechamente a la exigencia de que tal

resolución  esté  motivada, pues solo así puede procederse  a  un  control

posterior de la misma, en evitación de toda posible arbitrariedad que, por lo

demás,  vendría prohibida por el artículo 9.3 CE" (STC 224/92,  de 14 de

diciembre).

Tercera.-  Afirma el Consejero de Ciencia,  Tecnología y

Universidad en  el  último punto de su informe que no  consta  que el

interesado haya utilizado los cauces legalmente establecidos, entre ellos,

“la interposición del recurso de alzada, de conformidad con el artículo 107

y concordantes“ de la Ley 30/92.  Con relación a este extremo, es preciso

tener en cuenta que según Sentencia del Tribunal Constitucional  232/92,

de 14 de diciembre, “...es claro que el interesado o parte ha de conocer las

razones  decisivas,  el  fundamento de las decisiones que  le  afecten, en

tanto  que instrumentos necesarios para su posible  impugnación y

utilización de los recursos”.  

La  doctrina  señala  que la motivación es el medio  técnico de

control  de  la  causa  del acto y que "debe realizarse con  la  amplitud

necesaria  para  el  debido conocimiento de los interesados  y  su  posterior

defensa  de derechos”  (Sentencia del Tribunal Constitucional  de  16 de

junio de 1982). En el caso que nos ocupa, la falta de información acerca de

la motivación de la resolución adoptada ha podido ser la causa por la que

el afectado no haya recurrido la resolución.  Esta Institución es consciente

de que el conocimiento de las causas de desestimación de una solicitud es



un requisito necesario para garantizar la seguridad jurídica del  interesado.

III. RESOLUCIÓN

Por todo lo anteriormente expuesto y en uso de las facultades que

me  confiere la  Ley  4/1985, de 27 de junio, Reguladora  del  Justicia de

Aragón, me permito formularle la siguiente

RECOMENDACIÓN

Que su Departamento adopte las medidas oportunas a fin de que,

en los procedimientos de concurrencia competitiva, se motive en todos los

casos la resolución,  con la amplitud necesaria, para que los participantes

puedan  utilizar  los  cauces de reclamación legalmente  establecidos

conociendo los fundamentos de la resolución adoptada.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo

no  superior a  un  mes  me comunique si acepta o no la  recomendación

formulada,  indicándome, en este último supuesto, las razones  en  que

funde su negativa.

    20 de marzo de 2006

       EL JUSTICIA DE ARAGÓN

              FERNANDO GARCÍAVICENTE


